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BOLETIN Nº 3030-10.

INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA SOBRE EL PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DEL “CONVENIO SOBRE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA, SUSCRITO EN SANTIAGO EL 20 DE AGOSTO DE 2001.”.

HONORABLE CÁMARA:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado denominado “Convenio sobre Seguridad Social entre la República de Chile y la República Bolivariana de Venezuela”, suscrito en Santiago, el 20 de agosto de 2001, y sometido a la consideración de la H. Corporación en primer trámite constitucional, sin urgencia.

I. ANTECEDENTES GENERALES.


1) Según lo señala el mensaje de S.E. el Presidente de la República, este Convenio se encuadra en el contexto de la política del Gobierno que tiene por finalidad primordial permitir que los trabajadores chilenos y de los países con los cuales se celebran estos tratados puedan beneficiarse de las cotizaciones previsionales que hayan efectuado en los respectivos países, manteniendo, de esta forma, la continuidad de su historia previsional, y, en consecuencia, su opción al goce de los beneficios que les otorga la Seguridad Social en cada uno de los Estados Contratantes.


2) Nuestro país ha suscrito Convenios de este tipo con diversos países americanos y europeos, ya aprobados por el Congreso Nacional y vigentes en el orden interno, como son los celebrados con Alemania, Argentina, Austria, Bélgica, Brasil, Canadá, Dinamarca, Estados Unidos de América, España, Francia, Luxemburgo, Noruega, Países Bajos, Paraguay, Portugal, Quebec, Suecia, Suiza, Uruguay y el Convenio Iberoamericano de Seguridad Social, que favorece a los trabajadores de los países iberoamericanos y España. Se encuentran en negociaciones los que se proyecta firmar con Australia, Colombia, Costa Rica, Croacia, Ecuador, Grecia. Hungría, México, Nueva Zelandia Perú y Reino Unido.


3) Según antecedentes obtenidos por la Biblioteca del Congreso Nacional de la Dirección General de Identificación y Extranjería de la República Bolivariana de Venezuela (DIEX), en la actualidad existen 36.897 residentes legales chilenos en dicha República. Además, existe una gran cantidad de chilenos nacionalizados venezolanos, muchos de los cuales han regresado al país.


Por otra parte, no es posible determinar con certeza el número de trabajadores chilenos, tanto independientes como dependientes, residentes en Venezuela, pero se estima que son, aproximadamente, unos 20.000.


En cuanto a los venezolanos en Chile y atendidas las visas entregadas por el Departamento de Extranjería y Migración del Ministerio del Interior, se puede informar que en el año 1996 se otorgaron, a personas de dicha nacionalidad, 97 visas de permanencia definitiva; en 1997: 100; en 1998: 133; en 1999: 137; en 2000: 143, y en 2001: 105. En total, en los últimos seis años, 715 venezolanos se han radicado definitivamente en Chile, y 1203 han obtenido visa sujeta a contrato o visa de ingreso temporal, lo que les ha permitido desarrollar actividades remuneradas en el país.


4) Como esta Comisión lo ha señalado en otras oportunidades, ocurre que estos trabajadores suelen enfrentar dificultades para conservar los derechos previsionales en curso de adquisición mientras trabajaron en uno o en otro Estado, debido a la discontinuidad de cotizaciones que se produce como consecuencia de su residencia en el extranjero, problema que, precisamente, se busca resolver mediante Convenios como el que se informa a la H. Cámara en este acto.


5) Todos estos tratados se orientan por principios jurídicos de universal aceptación, los que la Organización Internacional del Trabajo (OIT) ha codificado en su Convenio Nº 157, denominado “Convenio sobre el Establecimiento de un Sistema Internacional para la Conservación de los Derechos en Materia de Seguridad Social”.


Esos principios, que también sirven de base al Convenio, cuyo contenido normativo se pasa a reseñar, son los de la igualdad de trato entre los nacionales de las Partes Contratantes; el del mantenimiento de los derechos previsionales adquiridos o en curso de adquisición en uno de ellos; y el de la colaboración administrativa entre las instituciones previsionales de los Estados.

II. RESEÑA DEL TRATADO EN TRÁMITE.


Este instrumento consta de 27 artículos, cuyo contenido normativo, por lo general, es muy técnico, por lo que se os hace enseguida una reseña de sus disposiciones fundamentales.


En una visión de conjunto, su articulado se agrupa en tres títulos.


El título I, establece las “Disposiciones generales” del Convenio, entre las que se definen expresiones y términos para los efectos de su aplicación; se determinan sus ámbitos de aplicación material y personal; se asegura a los beneficiarios la igualdad de trato con los nacionales del Estado obligado a otorgar prestaciones en virtud de las cotizaciones hechas por el trabajador y se les reconoce el derecho a la exportación de sus pensiones, en virtud del cual el Estado obligado a pagar una pensión, debe hacerlo en las mismas condiciones en que las paga a sus nacionales, no obstante que el trabajador resida en el otro Estado o en un tercer Estado (artículos 2° a 5°).


En cuanto al ámbito de aplicación material, se dispone que en Chile corresponderá al de la legislación sobre el Nuevo Sistema de Pensiones de vejez, invalidez y sobrevivencia, basado en la capitalización individual; a los regímenes de pensiones de vejez, invalidez y sobrevivencia administrados por el Instituto de Normalización Previsional, y a los regímenes de prestaciones de salud (N° 1, letra A), del artículo 2°).


En lo que se refiere al ámbito de aplicación personal, se señala que el Convenio será aplicable a los nacionales de los dos Estados Contratantes o a los nacionales de un tercer país que hayan estado acogidos a los regímenes antes señalados, y a las personas que deriven sus derechos de ellos (artículo 3°).


En el título I se determina, además, la legislación aplicable a las prestaciones a que tiene derecho el trabajador. En este aspecto, la regla general será la legislación del Estado en que el trabajador ejerza su actividad laboral, independientemente del Estado en que tenga su domicilio o del Estado en que el empleador tenga su sede, salvo los casos de trabajadores desplazados o trasladados, de los trabajadores al servicio del Estado y del personal diplomático y consular, y de los trabajadores a bordo de una nave o aeronave, quienes quedarán, respectivamente, sujetos a la ley del Estado en que el empleador tenga su sede; a la ley del Estado que lo envía, y a la ley del Estado en que el trabajador tenga su domicilio permanente (artículos 6° a 9°).


El título II; relativo a las “Disposiciones relativas a prestaciones”, comprende las prestaciones de salud para pensionados y las pensiones de vejez, invalidez y sobrevivencia que podrán recibir quienes obtengan el reconocimiento de sus períodos de cotización alcanzados en el otro país y señala la legislación venezolana o chilena aplicable, según sea el país en el que se impetre la prestación (artículos 11° a 16°).


Tratándose de la legislación chilena, se establece que los afiliados a una Administradora de Fondos de Pensiones financiarán sus pensiones en Chile con el saldo acumulado en su cuenta de capitalización individual. Cuando éste fuere insuficiente para financiar pensiones de un monto al menos igual al de la pensión mínima garantizada por el Estado, los afiliados tendrán derecho a la totalización de períodos computables para acceder al beneficio de pensión mínima de vejez o invalidez.


Los trabajadores que se encuentren afiliados al Nuevo Sistema de Pensiones en Chile, podrán enterar voluntariamente en dicho Sistema cotizaciones previsionales en calidad de trabajadores independientes durante el tiempo que residan en Venezuela, sin perjuicio de cumplir, además, con la legislación de dicho Estado relativa a la obligación de cotizar. El mismo derecho a la totalización de períodos de seguro tendrán los afiliados a los regímenes de pensión administrados por el Instituto de Normalización Previsional.


En las situaciones antes descritas, la Institución competente determinará el valor de la prestación como si todos los períodos de seguro hubieren sido cumplidos conforme a su propia legislación y, para los efectos del pago del beneficio, calculará la parte de su cargo según la proporción existente entre los períodos de seguro cumplidos bajo su legislación y el total de períodos de seguro computables en ambos Estados (artículo 16).


El título III, contiene en su capítulo I, “Disposiciones diversas”, en las que se regula la presentación de solicitudes, las comunicaciones entre las Autoridades o Instituciones correspondientes de los Estados Contratantes y las apelaciones a que tendrán derecho los beneficiarios (artículo 17°); se dispone la asistencia recíproca y gratuita entre dichas Autoridades e Instituciones (artículo 18°); se establece la exención de impuestos, derechos y exigencias de legalización de los certificados, documentos y actos administrativos que se expidan para la aplicación del Convenio (artículo 19°); se determina que los pagos que procedan en virtud de este instrumento se podrán efectuar en la moneda de cualquiera de los Estados Contratantes o en su equivalente en dólares de los Estados Unidos de América, y se pagarán en el lugar de residencia del beneficiario (artículo 20°); se fijan las atribuciones de las Autoridades Competentes (artículo 21°), y se señala que las controversias que se produzcan por la interpretación del Convenio deberán ser resueltas mediante negociaciones directas y si en ellas no se resolviere la diferencia, deberá recurrirse a una comisión arbitral, cuya decisión será obligatoria y definitiva (artículo 22°).


En su capítulo II, el título III contempla “Disposiciones transitorias”, aplicables al cómputo de períodos anteriores a la vigencia del Convenio (artículo 23°), y a las contingencias acaecidas antes de su vigencia (artículo 24°).


El capítulo III, del título III, establece las “Disposiciones Finales” propias de todo tratado. Específicamente se refieren a la duración del Convenio, que se fija en tiempo indefinido, y su denuncia, caso en el cual sus efectos no alcanzarán a los derechos ya reconocidos (artículo 25°); a la modificación del Convenio por mutuo acuerdo entre las Partes Contratantes (artículo 26°), y a la firma y entrada en vigor del Convenio (artículo 27°).

III. DECISIONES DE LA COMISIÓN.


A) Personas escuchadas por la Comisión.


Durante el estudio de este Convenio, la Comisión escuchó a la Subsecretaria de Previsión Social, señora María Ariadna Hornkhol, quien sostuvo, en lo fundamental, que este tipo de instrumentos persigue dos objetivos. El primero, es proteger a los connacionales emigrantes, cifra que se aproxima al millón de personas, para lo cual se han firmado 24 Convenios, 17 de los cuales se encuentran en plena vigencia. El segundo, dice relación con el proceso de globalización, en el cual se fortalece la política de proteger a los chilenos que viven en el extranjero, así como a los nacionales de los países con los cuales se firman estos tratados.


Destacó que Chile tiene Convenios de Seguridad Social con 14 de los 15 países miembros de la Unión Europea, faltando sólo que Italia otorgue su aprobación interna al Convenio correspondiente para que él entre en vigor.


Afirmó que los Convenios en actual aplicación han tenido una evaluación favorable. Se trata de instrumentos muy apreciados por las comunidades chilenas en el exterior. Las personas que han obtenido sus beneficios se muestran conformes, sin que existan mayores quejas al respecto. 


Indicó que existe interés creciente de otros países para proteger a sus nacionales en nuestro país. Precisó que, recientemente, se ha suscrito un Convenio con Perú, el que luego será sometido a la aprobación del Congreso Nacional.


Aseveró que dicho Convenio, cuando comience a regir, permitirá formalizar y regularizar la situación de, aproximadamente, 60.000 peruanos que viven en nuestro territorio, en calidad de documentados, calculándose que la cifra de indocumentados alcanza la cantidad de 30.000 personas. Sostuvo que un Convenio de esta naturaleza es un aliciente para la regularización de la situación de los peruanos en Chile, en especial en lo que respecta a sus vínculos laborales.


Precisó que estos Convenios en forma alguna modifican los sistemas de previsión social de los Estados Contratantes.

B) Aprobación del Convenio.


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana concluyó su estudio compartiendo los propósitos que han llevado a los Gobiernos chileno y venezolano a celebrar este tratado internacional y decidió, por unanimidad, recomendar a la H. Cámara su aprobación. Para tal efecto, propone adoptar el artículo único del proyecto de acuerdo en los mismos términos en que lo ha formulado el mensaje; esto es, en los siguientes:


“Artículo único.- Apruébase el “Convenio de Seguridad Social entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Bolivariana de Venezuela”, suscrito en Santiago, el 20 de agosto de 2001.”.


Concurrieron con su voto favorable a la aprobación unánime de este Convenio, los señores Diputados Tarud, don Jorge (Presidente de la Comisión); González, doña Rosa; Jarpa, don Carlos Abel; Kuschel, don Carlos Ignacio; Leay, don Cristián; y Mora, don Waldo.


B) Constancias reglamentarias.


Conforme lo ordena el Nº 2 del artículo 287 del Reglamento de la H. Corporación, se os consigna que las disposiciones de este convenio inciden en el ejercicio del derecho a la seguridad social de los trabajadores chilenos y holandeses, por lo que su aprobación requiere de quórum calificado, al tenor del inciso segundo del Nº 18 del artículo 19 de la Constitución Política.


También se os hace saber que este tratado no contiene normas de rango orgánico-constitucional ni de aquéllas que deban ser conocidas por vuestra Comisión de Hacienda.


C) Designación de Diputado Informante.


Esta designación recayó, por unanimidad, en la H. Diputada ROSA GONZÁLEZ RMÁN.

)--------(


Discutido y despachado en sesiones de los días 3 y 10 de septiembre de 2002, con asistencia de los Diputados señores Tarud Daccarett, don Jorge (Presidente de la Comisión); Allende Bussi, doña Isabel; González Román, doña Rosa; Ibáñez Soto, doña Carmen; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Leay Morán, don Cristián; Masferrer Pellizzari, don Juan; Mora Longa, don Waldo; Moreira Barros, don Iván; Pareto Vergara, don Cristián, y Riveros Marín, don Edgardo.


SALA DE LA COMISION, a 10 de septiembre de 2002.

FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA,

Abogado Secretario de la Comisión.

